
El periodo de los Notarios es de cinco años, contados a partir del primero de enero de mil
novecientos setenta.

Concepto No. 467441 de 2020 del Departamento Administrativo de la Función
Pública.

“El Decreto Ley 960 de 1970, “Por el cual se expide el Estatuto del Notariado”,

Artículo 137. <designación y retiro forzoso>. No podrán ser designados Notarios en propiedad
quienes se hallen en condiciones de retiro forzoso, sea en el Notariado, sea en la
Administración Pública, sea en la de Justicia o en el Ministerio Público, y quienes estén
devengando pensión de jubilación.” (Se subraya).

Ahora bien, la inhabilidad es la incapacidad, ineptitud o circunstancia que impide a una persona
ser elegida o designada en un cargo público y, en ciertos casos, impiden el ejercicio del empleo
a quienes ya se encuentran vinculados al servicio. Dado el carácter prohibitivo de las
inhabilidades, éstas son taxativas, es decir, están expresamente consagradas en una ley o en
la Constitución Política. Así, la prohibición contenida en el citado artículo 137, consagra una
inhabilidad, consistente en que no puede gozarse simultáneamente de la calidad de notario y
de pensionado.

Ahora bien, la Ley 1821 de 2016 establece: “Artículo 1. (Corregido por el Decreto 321 de 2017,
art. 1) La edad máxima para el retiro del cargo de las personas que desempeñen funciones
públicas será de setenta (70) años. Una vez cumplidos, se causará el retiro inmediato del cargo
que desempeñen sin que puedan ser reintegradas en ninguna circunstancia.

Lo aquí dispuesto no se aplicará a los funcionaros de elección popular ni a los mencionados en
el artículo 1° del Decreto-ley 3074 de 1968.

Artículo 2. La presente ley no modifica la legislación sobre el acceso al derecho a la pensión de
jubilación, Quienes, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, accedan o se
encuentren en ejercicio de funciones públicas podrán permanecer voluntariamente en los
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mismos, con la obligación de seguir contribuyendo al régimen de seguridad social (salud,
pensión y riesgos laborales), aunque hayan completado los requisitos para acceder a la pensión
de jubilación. A las personas que se acojan a la opción voluntaria de permanecer en el cargo,
en los términos de la presente ley, no les será aplicable lo dispuesto en el parágrafo 3° del
artículo 9° de la Ley 797 de 2003.

Artículo 3. Esta ley no modifica el régimen de acceso a ningún cargo público, ni el de
permanencia y retiro de estos, salvo en la edad máxima de retiro forzoso aquí fijada. Tampoco
modifica las condiciones, requisitos, circunstancias y demás situaciones establecidas en el
régimen general y los regímenes especiales que regulan el acceso al derecho a la pensión de
jubilación.” (Destacado nuestro)

En consecuencia, esta Ley amplía de 65 a 70 años la edad máxima para desempeñar funciones
públicas en el Estado, a los servidores públicos que prestan sus servicios en las ramas del
poder público, órganos autónomos e independientes, órganos de control, entidades o agencias
públicas y a los particulares que cumplen funciones públicas, con excepción de los funcionarios
de elección popular y los mencionados en el artículo 1 del Decreto ley 3074 de 1968.

De igual forma, el Decreto 1083 de 2015, por medio del cual se expide el Decreto Único
Reglamentario del Sector de Función Pública, establece:

“Artículo 2.2.11.1.7 Edad de retiro forzoso. A partir de la entrada en vigencia de la Ley 1821 de
2016, la edad de setenta (70) años constituye impedimento para desempeñar cargos públicos,
salvo las excepciones señaladas en el artículo 2.2.11.1.5.

Las personas que antes de la entrada en vigencia de la Ley 1821 de 2016 tuvieren 65 años o
más y continúan vinculadas al servicio público, deberán ser retiradas del servicio. Lo anterior,
por cuanto no son destinatarias de la regulación de que trata la citada ley.”

Por consiguiente, las personas que antes de la entrada en vigencia de la ley 1821 de 2016,
citada en precedente, tengan 65 años o más y continúen vinculadas deben ser retiradas del
servicio.

Adicionalmente, respecto de la Ley 1821 de 2016, el Consejo de Estado, Sala de Consulta y
Servicio Civil, en concepto del 8 de febrero de 2017, con radicado interno número 2326,
Número único: 11001-03-06-000-2017-00001-00, con ponencia del Magistrado Álvaro Námen
Vargas, argumentó lo siguiente:

“A continuación, el artículo 2º de la Ley 1821 ofrece a las personas cobijadas por la misma una
opción que no tenían, de manera general, bajo la legislación anterior, y de paso, elimina una
restricción que dicha normatividad establecía, todo lo cual termina siendo confirmado por la
última parte de la norma. En efecto, la segunda parte dispone, de manera completa:

“Quienes, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, accedan o se encuentren en
ejercicio de funciones públicas podrán permanecer voluntariamente en los mismos, con la



obligación de seguir contribuyendo al régimen de seguridad social (salud, pensión y riesgos
laborales), aunque hayan completado los requisitos para acceder a la pensión de jubilación”.

Como se observa, esta parte de la norma, a pesar de las deficiencias que presenta en su
redacción, contiene un supuesto de hecho y una consecuencia jurídica. El supuesto de hecho
consiste en que una persona, a la entrada en vigencia de la Ley 1821 de 2016, “acceda” al
ejercicio de funciones públicas o se encuentre ejerciéndolas y haya cumplido o cumpla los
requisitos para adquirir el derecho a la pensión de jubilación. La consecuencia jurídica, por su
parte, consiste en que tal persona puede permanecer en el ejercicio de su cargo o de las
funciones respectivas, con la obligación de seguir contribuyendo al régimen de seguridad
social. Aunque la norma no dice explícitamente hasta cuándo podría permanecer aquella
persona en su cargo o en el ejercicio de las funciones que ejerce, la integración de esta

disposición con el artículo 1º de la misma ley, permite deducir, sin mayores esfuerzos, que
puede hacerlo hasta llegar a la edad de retiro forzoso que la Ley 1821 establece (70 años).”

Decreto 2163 de 1970.

“Artículo 5. Los notarios serán nombrados para periodos de cinco (5) años, así: Los de primera
categoría por el Gobierno Nacional; los demás, por los Gobernadores, Intendentes y Comisarios
respectivos. La comprobación de que se reúnen los requisitos exigidos para el cargo se surtirá
ante la autoridad que hizo el respectivo nombramiento, la cual lo confirmará una vez
acreditados.”
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